DERECHOS DE LAS VICTIMAS Y DE LOS PERJUDICADOS POR LAS INFRACCIONES COMETIDAS POR MENORES.-
La Exposición de Motivos de la LO 8/2006 destaca que se refuerza especialmente la atención y reconocimiento de los derechos de las víctimas y los perjudicados, entre los que se encuentra el derecho a ser informado en todo momento, se hayan o no personado en el procedimiento, de aquellas resoluciones que afecten a sus intereses.

Así, el Ministerio Fiscal y el Juez de Menores velarán en todo momento por la protección de los derechos de las víctimas y de los perjudicados por las infracciones cometidas por los menores.

Lo anterior no es sino reflejo de la doctrina aplicable por la Fiscalía General del Estado sobre protección de víctimas en general (con especial remisión a la Circular 2/1998, de 27 de octubre, sobe ayudas públicas a las víctimas de delitos dolosos violentos y contra la libertad sexual y a la Instrucción 8/2005, de 26 de julio, sobre el deber de información en la tutela y protección de las víctimas en el proceso penal).

El Ministerio Fiscal notificará a quien aparezca como perjudicado, y desde el momento en que así conste en la instrucción del expediente, la posibilidad de ejercer las acciones civiles que le puedan corresponder, personándose ante el Juez de Menores en la pieza de responsabilidad civil.

En tal caso el Juez ordenará abrir pieza separada, notificando el Secretario Judicial a quienes aparezcan como perjudicados su derecho a ser parte en la pieza separada y estableciendo el plazo límite para el ejercicio de la acción al objeto ésta no prescriba.

La prescripción consiste en la extinción por el transcurso del tiempo del derecho del Estado a imponer la pena o a hacer ejecutar la ya impuesta. La prescripción del delito implica la inoportunidad de practicar un juicio de evaluación sobre una conducta en razón del efecto destructor del tiempo, que empobrece el significado antijurídico de las acciones y omisiones punibles, impidiendo establecer de modo adecuado el juicio de reproche. Lo que en realidad prescribe no es el delito sino la acción en tanto que posibilidad procesal de persecución penal por la comisión de un delito.

Consecuentemente, deberá evitarse que al perjudicado no personado ( y que por tanto no ha querido voluntariamente hacer uso de la facultad que le confiere la ley para ser parte ) se le notifiquen resoluciones distintas de aquellas que siendo sustanciales puedan afectarles a la esfera de sus intereses jurídicos.

El perjudicado personado y que ejerza la acusación particular tendrá habilitación para tener vista de las actuaciones, para solicitar en fase de instrucción diligencias, formular escrito de alegaciones, participar en el debate preliminar en su caso e informar oralmente tras la práctica de la prueba.
En cuanto a los requisitos para la personación del ofendido como acusación particular deberá necesariamente actuar asistido de Letrado.

Respecto al ámbito objetivo al que se extiende la acusación particular, originariamente las restricciones eran notables, esto es, sólo cabían en relación con hechos tipificados como delitos, atribuidos a personas de dieciséis años en adelante y para hechos cometidos con violencia o intimidación, o con grave riesgo para la vida o integridad física de las personas.
Tras la reforma de Ley 15/2003 caen las restricciones, pudiendo personarse el ofendido como acusación particular en toda clase de delitos y sea cual sea la edad del menor infractor. Tras la reforma 8/2006 debe entenderse en vigor la anterior manifestación conforme al brocardo ubi lex non distinguit nec nos distinguere debemos.
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